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RADICACIÓN: 660013109004201700011-01

ACCIONANTE:  CRISTIAN DAVID ROJAS C.
REVOCA Y CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN DE VÍCTIMAS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[F]rente a los otros dos puntos reclamados y de los cuales se hizo alusión en párrafos anteriores -ser incluido en el Registro de Víctimas con el radicado 43122, y establecer las rutas para acceder al conjunto de medidas adoptadas en su beneficio, para dignificar su condición de víctima-, nada dijo la UARIV por intermedio de la Dirección de Registro y Gestión de la Información, o quien fuera la competente para ello, pues únicamente se concretó al tema de la reparación administrativa, y con ello dejó de lado comunicarle al peticionario lo referente a esos otros dos aspectos. Observa la Sala que en efecto falló la a quo en la valoración de las pruebas arrimadas a la acción constitucional, al considerar que la UARIV había respondido lo pedido, cuando es evidente que ello no se llevó a cabo, toda vez que quedaron temas pendientes de definición que demandaban una respuesta de fondo al actor, sin que a la fecha se hubiera cumplido con ello y en ese sentido no puede validarse que la contestación entregada al señor  ROJAS CALLE, constituya un hecho superado. Bajo esas condiciones, estima la Sala, sin lugar a mayores argumentaciones, que por parte de la UARIV sí se vulneró el derecho fundamental de petición del que es titular el señor ROJAS CALLE, y que a la hora de ahora no ha cumplido a cabalidad con la obligación que tiene de darle al mismo una respuesta de fondo, clara, oportuna, y de ello ser debidamente enterado, donde se aborden los temas que fueron objeto de solicitud frente a los cuales no se pronunció la accionada como se indicó anteriormente, por lo que en este asunto no se ha presentado un hecho superado, según lo dispuso erradamente funcionaria de primer grado. Así las cosas, la Sala revocará la providencia adoptada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira; y, en consecuencia, tutelará el derecho de petición (…)”.
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             Magistrado Ponente 
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Pereira, seis (6) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                 Acta de Aprobación N° 193

                                                 Hora: 8:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

Expresa el señor ROJAS CALLE que en septiembre 23 de 2016 por intermedio de la Defensoría del Pueblo remitió derecho de petición a la UARIV, donde solicita ser incluido dentro de las bases de datos y se le reconozca como víctima para acceder al goce de los derechos que ello enmarca, sin que a la fecha de interposición de la tutela hubiera recibido respuesta alguna.

Pide en consecuencia, se ordene a la entidad accionada que le responda la petición elevada.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la UARIV, cuyo Director Técnico de Reparación manifestó lo siguiente: (i) la petición del actor se respondió mediante comunicación radicada al N° 20177202465271 de 2017, por lo cual se configura la carencia actual del objeto; (ii) la respuesta se dio de manera clara y con un pronunciamiento de fondo, donde se le informa que frente a lo pedido, esto es, el reconocimiento y pago de indemnización por el hecho victimizante de homicidio, al consultarse las bases y aplicativos se evidencia que los recursos por tal motivo ya fueron cancelados a otros destinatarios, sin que sea posible realizar pagos adicionales por el mismo hecho; (iii) existen otros mecanismos ordinarios y administrativos a los cuales puede acudir el accionante para controvertir lo decidido, máxime que la tutela es una herramienta judicial de carácter subsidiario y residual, que no puede ser utilizada como una instancia adicional; (iv) los actos proferidos por la UARIV son susceptibles de ser demandados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo; (v) luego de hacer alusión a los principios de progresividad, gradualidad, sostenibilidad y anualidad que rigen la entrega de la indemnización por vía administrativa, así como al debido proceso administrativo, pide al despacho se nieguen las peticiones incoadas por el actor.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en fallo de febrero 9 de 2017 y dentro del término constitucional, la a quo profirió sentencia donde señaló que la entidad expidió comunicación al señor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE, donde le responde la solicitud de inclusión en el registro de víctimas y la indemnización elevada, por lo cual, tal escrito contiene una respuesta de fondo frente a lo pedido y al haber desaparecido la causa que motivó la interposición de la acción, se configura un hecho superado.
4.- IMPUGNACIÓN

El actor considera que el fallo adoptado: (i) no se ajusta a los hechos y antecedentes que originaron la tutela; (ii) se niega a cumplir el mandato legal de garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho; (iii) no recibió una respuesta concreta, pues su notificación no especifica cuál de sus peticiones ha sido solucionada; (iv) incurre el fallador en error esencial de derecho, respecto al ejercicio de la acción de tutela, que resulta insignificante a las pretensiones, por errónea interpretación de sus principios; (v) presume que la juez no examinó sus argumentos frente a la conducta omisiva de la UARIV, al negarse a incluirlo en la plataforma Vivanto -Registro Único de Víctimas-. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto consideró la existencia de un hecho superado, en relación con la petición que elevó frente a la UARIV el actor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que estima vulnerado por la UARIV, al no haber dado respuesta de fondo a la solicitud elevada en septiembre 23 de 2016, con miras a lograr lo siguiente: (i) ser incluido en el Registro de Víctimas con el radicado 43122, como hijo legítimo de JAIRO DE JESÚS ROJAS, quien fuera víctima de homicidio; (ii) como consecuencia de ello, se le garantice el derecho a ser reparado y se ordene el pago de lo que le corresponde como indemnización económica, cuyos dineros se encuentran en encargo fiduciario; y (iii) establecer las rutas para acceder al conjunto de medidas adoptadas en su beneficio, para permitirle hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, justicia y reparación, las cuales dignificarán su condición por medio de la materialización de sus derechos constitucionales.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el presente asunto, es cierto lo mencionado por el actor al indicar que dicho lapso se encuentra superado, en tanto la petición elevada a la UARIV, fue recibida por dicha entidad en septiembre 28 de 2016, sin que a la fecha de interposición de la acción constitucional en enero 27 de 2017 -cuatro meses después- le hubieran brindado la información reclamada, pues véase que solo con ocasión del trámite de esta tutela, la UARIV le envió un oficio con radicación 20177202465271 de marzo 3 de 2017, es decir, cuando ya había vencido el plazo con el que contaba para responder lo pedido.
Así las cosas, le asistía razón al ciudadano ROJAS CALLE al instaurar la acción de tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición recibida por la UARIV en septiembre 28 de 2016, ésta no le contestó lo pertinente dentro de los 15 días siguientes, ni le comunicó que requería de un mayor término para comunicarle lo pertinente, como así debía haber obrado.

No obstante lo anterior, luego de que por parte de la funcionaria a quo se conociera de la contestación que la UARIV le envío al actor, la cual recibió éste en febrero 6 de 2017, consideró que la misma daba respuesta de fondo a lo pedido y por ende se configuraba la carencia actual del objeto por hecho superado. 

Pero contrario a ello, para la Sala la respuesta que le dio la UARIV al señor ROJAS CALLE -y que al parecer está incompleta, en tanto no existe continuidad entre la primera y segunda hoja- no tiene tal connotación, pues de su mera lectura se observa que en ésta única y exclusivamente se hizo alusión al tema indemnizatorio y se le informa que el hecho por el cual reclama su reparación ya le fue entregado a otras personas al parecer parientes suyos -NOHELIA CALLE, JORGE, DAHIANA y MERCEDES ROJAS- y por ende en atención al principio de la prohibición de la doble reparación no podría generarse un pago adicional, explicándosele además cuál es el procedimiento a surtir cuando aparece un destinatario con igual derecho a recibir tal beneficio.
No puede entonces entenderse, que ese escrito contiene una respuesta de fondo frente a lo solicitado, pues allí solamente se pronunció el Director Técnico de Reparaciones de la UARIV en relación con una de las peticiones que elevó el actor, esto es, la relativo al pago de la indemnización que le corresponde como víctima indirecta del homicidio de su padre JAIRO DE JESÚS ROJAS.

Pero frente a los otros dos puntos reclamados y de los cuales se hizo alusión en párrafos anteriores -ser incluido en el Registro de Víctimas con el radicado 43122, y establecer las rutas para acceder al conjunto de medidas adoptadas en su beneficio, para dignificar su condición de víctima-, nada dijo la UARIV por intermedio de la Dirección de Registro y Gestión de la Información, o quien fuera la competente para ello, pues únicamente se concretó al tema de la reparación administrativa, y con ello dejó de lado comunicarle al peticionario lo referente a esos otros dos aspectos.

Observa la Sala que en efecto falló la a quo en la valoración de las pruebas arrimadas a la acción constitucional, al considerar que la UARIV había respondido lo pedido, cuando es evidente que ello no se llevó a cabo, toda vez que quedaron temas pendientes de definición que demandaban una respuesta de fondo al actor, sin que a la fecha se hubiera cumplido con ello y en ese sentido no puede validarse que la contestación entregada al señor  ROJAS CALLE, constituya un hecho superado.

Bajo esas condiciones, estima la Sala, sin lugar a mayores argumentaciones, que por parte de la UARIV sí se vulneró el derecho fundamental de petición del que es titular el señor ROJAS CALLE, y que a la hora de ahora no ha cumplido a cabalidad con la obligación que tiene de darle al mismo una respuesta de fondo, clara, oportuna, y de ello ser debidamente enterado, donde se aborden los temas que fueron objeto de solicitud frente a los cuales no se pronunció la accionada como se indicó anteriormente, por lo que en este asunto no se ha presentado un hecho superado, según lo dispuso erradamente funcionaria de primer grado.

Así las cosas, la Sala revocará la providencia adoptada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira; y, en consecuencia, tutelará el derecho de petición elevado por el señor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE y le ordenará a la UARIV, por intermedio de los funcionarios competentes, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión, den respuesta de fondo a lo pedido por el actor mediante requerimiento que fuera recibida por esa entidad en septiembre 28 de 2016, con respecto a lo que hasta ahora no se le ha respondido. 
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida en febrero 9 de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las razones esbozadas en el cuerpo motivo de este fallo. 
SEGUNDO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición del que es titular el señor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE.

TERCERO: SE ORDENA a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de víctimas -UARIV- por intermedio de los funcionarios competentes, que dentro de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes a la notificación de la presente decisión, procedan a entregarle al señor CRISTIAN DAVID ROJAS CALLE una respuesta de fondo, clara, precisa y completa, y de la cual debe ser debidamente enterado, en relación con la petición que les enviara y que fuera recibida por dicha entidad en septiembre 28 de 2016, respecto a los temas que aún no han merecido respuesta.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.
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